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III. EXPOSICIÓN DE LOS HECHOS� 

Fiscalandia es una república ubicada en América del Sur que acorde 
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General de la República de Fiscalandia”., Decreto en el que afirmó que el cargo de la actual fiscal 

general era transitorio, y se estableció la necesidad de nombrar a uno nuevo de forma permanente. 

Como resultado de los hechos narrados, organizaciones de la sociedad civil, y líderes de opinión 

sugirieron la creación de un mecanismo internacional que para ellos podría resultar útil en la 

investigación de los META Correos. En consecuencia, surgió la campaña en redes sociales 

#YoSoyCICIFIS, la cual impulsaba la creación de una (Comisión Internacional Contra la 

Impunidad en Fiscalandia. Idea que la fiscal Escobar refutó bajo el argumento de que podría afectar 

la autonomía constitucional de la Fiscalía General, pues esta es la única competente para ejercer 

la acción penal y tiene la capacidad necesaria para investigar casos de gran corrupción. En 

consecuencia, Escobar denunció formalmente a todos los implicados con los escándalos de Meta 

Correos por los delitos de corrupción y tráfico de influencias. 

1. Violaciones perpetradas a Magdalena Escobar 

Frente a la inminente conformación de una junta de postulación para nombrar un nuevo Fiscal 

General, Magdalena Escobar interpuso demanda de nulidad en contra de dicha decisión, 

solicitando que se declarara la inamovilidad de su cargo como Fiscal General y se ordenara al 

Presidente abstenerse de activar el proceso de selección. De igual manera, como medida cautelar, 

pidió que se suspendiera temporalmente la convocatoria realizada por el Presidente, dado que 

podía causar una daño irreparable a sus derechos. La medida cautelar fue decretada por el juez de 

primera instancia, pero revocada por la Sala de Apelaciones de Barena en segunda instancia. 

Más adelante, el 2 de enero de 2018, la Corte Suprema de Justicia declaró improcedente la 

demanda de nulidad interpuesta por Magdalena Escobar, aduciendo que  la situación de hecho era 

10 
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argumento de que dicho artículo texto constitucional violaba de forma directa su derecho a elegir 

y ser elegido, a la par del derecho del pueblo a votar por el proyecto político de su preferencia. 

Dicha demanda fue rechazada en primera instancia por el juez Mariano Rex, quien estaba a cargo 

del primer Juzgado Constitucional de Berena, pues, para él, el derecho a elegir y ser elegido no era 

absoluto, y la limitación constitucional era razonable y proporcionada. La decisión tomada fue 

apelada por el Presidente Obregón ante la Corte Suprema de Justicia, la cual halló razón al 

Presidente y ordenó la apertura de investigación contra el juez Mariano Rex, bajo el pretexto de 

que él incurrió en el causal de “incumplimiento grave de la obligación de motivar debidamente sus 

decisiones” (resolución adoptada el 1 de diciembre del 2017). 

4. Procedimientos ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos 

El 15 de diciembre de 2017 el juez Mariano Rex interpuso una petición a la Corte IDH por 

violación de sus derechos a las garantías judiciales. El Estado alegó la falta de agotamiento de 

recursos internos ante la petición de Rex, a lo que él mismo contestó que cualquier recurso del que 

se hubiese valido habría llegado a la misma Corte Suprema que lo había sancionado, razón por la 

cual debía exceptuarse el requisito de admisibilidad. El 8 de agosto fue declarada admisible la 

petición por la CIDH, y el 14 de febrero de 2019 se emitió un informe de fondo en el que se le 

atribuyó la responsabilidad al Estado por la violación a los artículos 8.1 y 25 (relacionados con el 

1.1 y 2 de la CADH). La Comisión recomendó la restitución de juez en el Mariano, y al observar 
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que esta injerencia por parte del Poder Ejecutivo no garantiza la existencia de un Poder Judicial 

independiente, que sea capaz de proporcionar garantías para el goce de los derechos humanos8. 

4.2. ANÁLISIS DE LOS ASPECTOS PRELIMINARES DE ADMISIBILIDAD 

4.2.1. COMPETENCIA 

En ejercicio de su función contenciosa, la Corte IDH es competente para conocer todos los casos 

que impliquen violaciones a los derechos humanos contenidos en la CADH, siempre y cuando 

quienes se vean envueltos en dicha violación sean Estados que con anterioridad hayan suscrito el 

Tratado, siendo estos obligados a su cumplimiento conforme al principio de pacta sun servanda, 

y al deber de respetar los derechos consagrados en la Convención, tal como lo dispone el artículo 

1° (obligación de respeto y garantía) y 62,  (“la Corte tiene competencia para conocer de cualquier 
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hechas por las víctimas, se constituye una razón suficiente para que la Corte en ejercicio de su 

función jurisdiccional se pronuncie al respecto. 

4.2.1.1. La Corte IDH es competente ratione personae y ratione materiae 

La Corte es competente en razón de la persona, puesto que en observancia al artículo 44 de la 

CADH “cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente 

reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión 

peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de esta Convención por un Estado 

parte.” Por lo tanto, se debe mencionar que la República de Fiscalandia ratificó la Convención en 

196910, y que los hechos recaen sobre ciudadanos fiscalinos, quienes en calidad de víctimas 

remitieron su caso a la CIDH, la cual conforme a lo dispuesto en el artículo 61.1 de la misma 

dispone que “sólo los Estados Partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a la decisión 

de la Corte”.11 

Así también es competente en razón de la materia pues en las peticiones realizadas por las víctimas 

se denuncian violaciones a derechos humanos contenidos en las disposiciones normativas de la 

CADH, esto es derecho a las garantías judiciales, derecho a la protección judicial, derecho a la 

libertad de pensamiento y expresión, y derecho a la igualdad. 

4.2.1.1 La Corte IDH es competente ratione temporis y ratione loci 

10 Ver Antecedente 3 del caso hipotético.� 
11 Convención Americana sobre Derechos Humanos. Artículo 61.1°. 22 de noviembre de 1969� 

18 
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anulada por la sala Segunda de Apelaciones de Berena12, e injustificadamente no se emitió 

sentencia de fondo sino hasta después de que se nombrará 
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Convención y en conocimiento de que las víctimas Maricruz Hinojoza y Sandra del Mastro 

interpusieron la demanda de amparo para la protección de sus derechos impugnando el proceso de 

selección de Fiscal General y nombramiento de Domingo Martínez17. 

Cabe recalcar que debido a la declaración de improcedencia de la acción de amparo interpuesta 

por las víctimas se constituye una violación a los derechos a la protección judicial y a las garantías 

judiciales, de lo que se deduce una excepción al requisito de agotamiento de recursos internos 

contenido en el artículo 46.1.A de la CADH. 

Por último, en cuanto a la petición hecha por Mariano Rex y los hechos en perjuicio de este, 

sostenemos que cumplió con las disposiciones 44, 45 y 46 de la CADH sin incurrir tal como 

Magdalena inexcusablemente en las causales de inadmisión establecidas en el artículo 47 del 

mismo instrumento. Así se debe mencionar que en su etapa de admisibilidad Mariano Rex omitió 

la interposición del recurso de reconsideración argumentando que terminaría siendo resuelto por 
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En el caso en concreto, dicha violación queda manifiesta en el abuso de la facultad con la que 

cuenta el Presidente Javier Obregón en la escogencia del Fiscal General y que fue ejecutada en 

perjuicio de Magdalena Escobar a través del Decreto Presidencial Extraordinario para iniciar el 

procedimiento de selección del Fiscal General23. Es menester mencionar, que la duración de 

Magdalena en el puesto de Fiscal General deberá entenderse como vitalicio, dado que cumple con 

la precisión expuesta en la sentencia 0067-2003 de la Corte Suprema de Justicia. Además, la 

Constitución de Fiscalandia que entró en vigencia en 2007 no establece un tiempo determinado 

para dicho cargo24. 

Aunque Magdalena Escobar fue nombrada por el Expresidente Santa María el 1 de septiembre de 

2005, por un periodo de 15 años, la duración establecida en dicho nombramiento es inaplicable, 

en razón de que el Presidente de la República no tiene facultades legales para limitar la duración 

en el puesto. Situación que se aplica a Magdalena Escobar de acuerdo a lo mencionado en la 

sentencia (0067-2003)25. Además, posterior a la Novena Disposición Transitoria de la 

Constitución no hay otras disposiciones que modifiquen lo contenido en dicha sentencia. De estos 

hechos se concluye la permanencia de Magdalena Escobar como Fiscal General de manera 

vitalicia. 
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utilizó el Presidente Javier Obregon fue “ el mandato de la actual Fiscal General era transitorio, 

por lo que era necesario nombrar una nueva persona para ocupar el cargo de forma 

permanente.” 26De esto es necesario aclarar que la causa utilizada por el Presidente no hace parte 

de las “causas graves” contenidas en la ley Orgánica de la Fiscalía General, pues solo se dispone 

esta facultad por causas como: 

“1. Incapacidad física o moral permanente. 2. Cometer o permitir la comisión de graves 

violaciones a los derechos humanos reconocidos por la República de Fiscalandia. 3. 

Haber sido condenado por delito doloso. 4. Incurrir en infracciones graves a la 

Constitución y a las leyes, afectando los principios básicos del sistema democrático 5. 

Utilizar en beneficio propio o de terceros, información confidencial o reservada a la que 

tenga acceso en razón del cargo, o las facultades de investigación y persecución penal, 

alejándose de la protección del interés público.” 27 

La CIDH también ha mencionado que “(..) los y las fiscales, quienes por la naturaleza de la 

función que ejercen, deben gozar de estabilidad reforzada en su cargo como una garantía para la 

independencia en su labor, y solo deben ser sustituidos por incurrir en faltas graves o por 

cumplirse el plazo o condición establecido en su designación (...)” 28. 

De igual forma, no se puede dejar de lado que la afirmación de “que el mandato de la actual Fiscal 

General era transitorio”29 hecha por el Presidente Obregón es incorrecta, dado que con 

posterioridad a la Novena Disposición Transitoria de la Constitución del 2007 (la cual establece 

26 Ver hecho 19 del Caso Hipotético.� 
27 Ver pregunta aclaratoria 45� 
28 CIDH Informe de Fondo Yenina Esther Martinez Esquivia Colombia INFORME No. 109/18 CASO 12.870,� 
octubre 2018. Pár. 61� 
29 Ver hecho 19 del Caso Hipotético.� 

25 
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dicha condición de transitoriedad), Escobar fue ratificada en el cargo mediante un Decreto 

Presidencial emitido el 20 de marzo de 2008 tal como lo expresan los hechos. Por lo tanto, en vista 

de que la Constitución no establece un tiempo determinado para el cargo, se aplica lo dispuesto en 

la sentencia ya mencionada anteriormente (0067-2003).   

Sin embargo, la violación a las disposiciones convencionales mencionadas con anterioridad se 

concreta en la ejecución del Decreto Presidencial Extraordinario de fecha 14 de junio de 2017, 

pues, además de ser víctima de la irregular remoción, Magdalena vio violados sus derechos a las 

garantías judiciales y protección judicial, así como a la igualdad. 

Con respecto a estos derechos, la Corte Interamericana ha considerado que 

“el Estado está en la obligación de proveer recursos judiciales efectivos a las personas 

que aleguen ser víctimas de violaciones de derechos humanos (artículo 25 de la 

Convención), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del 

debido proceso legal (artículo 8.1 de la Convención), todo ello dentro de la obligación 

general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los 

derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su 

jurisdicción (artículo 1.1 de la Convención).”30 

Asimismo, con respecto al artículo 25 de la CADH ha precisado que “para que el Estado cumpla 

con lo dispuesto en el artículo 25 de la Convención no basta con que los recursos existan 

formalmente, sino que es preciso que tengan efectividad en los términos del mismo, es decir que 

den resultados o respuestas a las violaciones de derechos reconocidos, ya sea en la Convención, 

30 Corte IDH. Ibidem Caso Maldonado Vargas y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de 
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Por lo expuesto, el Estado de Fiscalandia violó tanto los derechos a las garantías judiciales y 

protección judicial, como el derecho a la igualdad de Magdalena Escobar al no haber decidido de 

fondo el recurso de nulidad mediante el cual impugnó su remoción arbitraria e irregular del cargo 

como Fiscal General, por 





 

 

 

 

 

  

  

   

 

 

  

 

  

   

 

 

 

                                                            
       

      
 

                     

             
        

          
           

                 
        

146 

formulada en su contra o para la determinación de sus derechos de carácter civil, laboral, 

fiscal u otro cualquiera” 33 . 

La independencia de todo órgano que realice funciones de carácter jurisdiccional34 es un 

presupuesto indispensable para el cumplimiento de las normas del debido proceso en tanto derecho 

humano35 y su ausencia afecta el ejercicio del derecho de acceder a la justicia, aparte de generar 

desconfianza y hasta temor, que orille a las personas a no recurrir a la los tribunales. 

En el caso Reverón Trujillo, la Corte expresa lo siguiente: “Cuando no existe independencia en 

esta faceta se presentan situaciones de subordinación o dependencia a otros poderes o 

instituciones ajenos a la entidad de justicia que debería ser independiente36”. La Comisión 

Interamericana por su parte ha insistido en señalar que “la independencia del Poder judicial y su 

clara separación respecto de los otros poderes debe ser respetada y garantizada tanto por el 

Poder ejecutivo como por el Poder Legislativo37” , lo cual parte por el reconocimiento normativo 

de su independencia y la no injerencia de otros poderes. 

Esta garantía a la independencia judicial se vio violentada en las decisiones del recurso de amparo 

incoado por las señoras Maricruz Hinojosa y Sandra del Mastro, puesto que la última instancia de 

este fue conocida por la Corte Suprema de Justicia, cuyo Presidente, quien tenía la facultad de 

decidir la composición de todas las Salas de Apelación y los Juzgados era primo de uno de los 

33 Corte IDH. Caso Genie Lacayo vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 29 de enero de 1997. 
Serie C Núm. 30, párr. 74. 

34 Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71, párr. 71. 
35 Garantías para la independencia de las y los operadores de justicia : Hacia el fortalecimiento del acceso a la 
justicia y el estado de derecho en las Américas. 
36 Corte IDH. Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia� 
de 30 de junio de 2009. Serie C No. 197, párr. 67.� 
37 Garantías para la independencia de las y los operadores de justicia : Hacia el fortalecimiento del acceso a la justicia� 
y el estado de derecho en las Américas.� 

30 



 

 

   

 

   

 

     

 

  

     

   

 

 

 

 

 

  

  

                                                            
      
       
     
     

146 

miembros de la Justa de Postulación38. Además bien era sabido que el Presidente de la Corte 

Suprema ya había sido denunciado en múltiples ocasiones por sus actos de corrupción39. 
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idóneo y eficaz para someter a consideración judicial el cumplimiento de los requisitos 

constitucionales que debía tener el Fiscal Elegido, así como las garantías del proceso de elección 

de acuerdo al cronograma y criterios que se habían establecido con anterioridad. 

No basta con la existencia formal de los recursos, sino que éstos deben ser efectivos, es decir, 

deben ser capaces de producir resultados o respuestas a las violaciones de derechos contemplados 

en la Convención. “La existencia de esta garantía constituye uno de los pilares básicos, no sólo 

de la Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática, 

en el sentido de la Convención42”.  El artículo 25.1 incorpora el principio, reconocido en el derecho 

internacional de los derechos humanos, de la efectividad de los instrumentos o medios procesales 

destinados a garantizar tales derechos. Según este principio, la inexistencia de un recurso efectivo 

contra las violaciones a los derechos reconocidos por la Convención constituye una transgresión 

de la misma por el Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar. 

Así, se encuentra que, como se señaló en el argumento sobre Magdalena Escobar, el recurso de 

nulidad no hubiera sido idóneo ni eficaz, puesto que también habría sido resuelto con posterioridad 

a la elección de Domingo Martínez, haciendo nugatorio los derechos de las peticionarias.“En ese 

sentido debe subrayarse que, para que tal recurso exista, no basta con que esté previsto por la 

Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente 

idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo 

necesario para remediarla”.43 

42 Corte IDH Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de� 
24 de agosto de 2010, párr. 139.� 
43 Corte IDH Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo de� 
1999, párr. 185;� 

32 
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Pública.”46 No obstante, las candidatas Maricruz Hinojoza y Sandra de Mastro fueron 

discriminadas y el Estado de Fiscalandia no procuró en tener una representación adecuada de 

género. 

Es claro como lo expresa la CIDH sobre cómo debe ser el acceso a los cargos de poder que lleven 

procesos de equidad, pero también es claro como los actos de corrupción también afectan este tipo 

de concurso de méritos.47 
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selección. Dicha junta sólo presentó resultados sobre: evaluación de antecedentes y prueba de 

conocimientos50; sin embargo, no hay resultado de la etapa de entrevista. 

De acuerdo al artículo 2 y su deber de adoptar disposiciones de derechos interno, el Estado debe 

revisar y eliminar todas las normas que pudieran traducirse en una discriminación de las y los 

candidatos que aspiren a un cargo en las entidades de justicia, tanto de aquellas que claramente 

establecen una discriminación como de aquellas que por su vaguedad o amplitud puedan generar 

situaciones de discriminación de facto.51 

B. VIOLACIÓN AL DERECHO A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN CONTENIDO 

EN EL ARTÍCULOS 13 DE LA CADH, EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1. 

DEL MISMO INSTRUMENTO. 

La CIDH también atribuyó responsabilidad al Estado de Fiscalandia por la violación del Artículo 

13 de la CADH (Libertad de Expresión), del cual como representante de las víctimas alegamos su 

vulneración hacía Maricruz Hinojosa y Sandra del Mastro, ya que en la última etapa del 

procedimiento de selección de Fiscal General que se debía realizar para determinar cuál de los 

candidatos sería el nuevo Fiscal General de la República, la cual era la entrevista, se le dio más 

prioridad a los demás participantes, mientras que Maricruz Hinojosa y Sandra del Mastro no fueron 

atendidas ni escuchadas como los demás candidatos. Además no hay garantía de que no se le haya 

realizado las preguntas que la junta de postulación había organizado. 

La Corte IDH ya ha señalado que “[l]a libertad de expresión es un derecho de toda persona, en 

condiciones de igualdad y sin discriminación por ningún motivo. Según ha señalado la 

50 Ver pregunta aclaratoria 64� 
51 Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela.� 
Resolución del Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 29 de noviembre de 2007, párr. 124.� 
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pensamientos, ideas e informaciones”55
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habría sido desligar la constitución de la supremacía que la reviste. El tema es reiterado en diversas 

ocasiones por la CADH, dado que la misma considera de rotunda importancia el permitirles a los 
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Esta importante garantía a recurrir el fallo ha sido tratada ampliamente en la jurisprudencia de la 

Corte IDH, la cual ha precisado su fundamento señalando: 

“el derecho a impugnar el fallo tiene como objetivo principal proteger el derecho de 

defensa, puesto que otorga la oportunidad de interponer un recurso para evitar que quede 

firme una decisión judicial en el evento que haya sido adoptada en un procedimiento 

viciado y que contenga errores o malas interpretaciones que ocasionarían un perjuicio 

indebido a los intereses del justiciable”62. 

Del llamado “principio de la doble instancia” se pueden reconocer aspectos como su propósito, 

que puede no ser el mismo bajo la mirada de la jurisprudencia y la doctrina, pero se considera que 

principalmente es que “un tribunal superior enmiende graves errores del a quo” 63. Entendiendo 

que la lógica y el móvil de la creación de una doble instancia es beneficiar al imputado en cuestión, 

dado “que se trata de un derecho a favor exclusivamente del imputado”64. 

El mismo Tribunal que decidió destituir a Mariano Rex, sería la última instancia que fallaría en su 

caso, por lo tanto, no gozaría de una decisión en una instancia superior. Fiscalandia no contaba 

con un órgano independiente para tomar decisiones disciplinarias dirigidas a los jueces, cosa que 

quebranta el principio del debido proceso y coarta el acceso a una verdadera justicia, violando así 

también el artículo 2 de la CADH. 

Además de esto, Fiscalandia no contaba con un órgano independiente para tomar decisiones 

disciplinarias dirigidas a los jueces, sino que las mismas eran tomadas por la Corte Suprema de 

62 Corte IDH. Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica. (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas)Sentencia de 25 de abril de 2018.Pár. 256 
63 Liber Amicorum (El Debido Proceso Legal y la Convención Americana sobre Derechos Humanos). 1998. pág. 
1322 
64Liber Amicorum (El Debido Proceso Legal y la Convención Americana sobre Derechos Humanos). 1998. pág. 
1323 
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Justicia cosa que quebranta la independencia del órgano disciplinario y coarta el acceso a una 

verdadera justicia. En el Informe sobre las Garantías de los Operadores Judiciales, la CIDH señaló 

que “en los modelos en los cuales la independencia institucional del órgano encargado de la 

aplicación del régimen disciplinario está garantizada normativamente, de tal manera que no tenga 

adscripción ni dependencia jerárquica, funcional o presupuestaria de ninguna otra autoridad, se 

favorece la garantía de independencia”65. 

Es oportuno mencionar el caso Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) Vs. Ecuador. 

La Corte IDH  aquí afirmó que “ cuando se afecta en forma arbitraria la permanencia de los 

jueces en su cargo, se vulnera el derecho a la independencia judicial consagrado en el artículo 

8.1 de la Convención Americana, en conjunción con el derecho de acceso y permanencia en 

condiciones generales de igualdad en un cargo público, establecido en el artículo 23.1 de la 

Convención Americana”66. 

En cuanto al derecho a la protección judicial –artículo 25 de la CADH-, Mariano Rex no contaba 

con un “recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes” que lo amparase contra “actos 

que violen sus derechos fundamentales”, dado que luego de presentarse la destitución, el único 

recurso con el que contaba era un recurso de reconsideración, ante la misma autoridad judicial que 

lo había destituido, violándose el principio de la doble instancia. 

Dado lo anterior, entendiendo que el juez destituido Mariano Rex solo cumplía con sus funciones 

y evidenciando las violaciones clar
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por parte de la Corte Suprema de Justicia para fallar disciplinariamente y sin derecho a recurrir 

dicho fallo, en el caso de un juez que, por el contrario a lo que dijeron, motivó debidamente su 

decisión, misma que mantenía la salvaguarda al texto constitucional que además pretendía ser 

violado con fines egoístas por un funcionario estatal acusado de corrupción y tráfico de influencias. 

En conclusión, el Estado de Fiscalandia es responsable internacionalmente por la violación a los 

derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, contenidos en los artículos 8 y 25  de 

la CADH, en relación a los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de Mariano Rex. 

V. PETITORIO 

En mérito de los argumentos expuestos con anterioridad en sus respectivos acápites y en calidad 

de representantes de las víctimas del caso Maricruz Hinojoza y otros vs República de Fiscalandia, 

nos resulta oportuno solicitar ante la honorable Corte IDH, que se declare la responsabilidad 

internacional del Estado fiscalino, por la violación a las disposiciones 8. Garantías Judiciales ,13. 

Libertad de Pensamiento y Expresión, 24. Igualdad ante la Ley  y 25. Protección Judicial de la 

CADH en perjuicio de Magdalena Escobar, Maricruz Hinojoza y Sandra del Mastro, todas ellas 

con relación al artículo 1.1 del mismo instrumento. De igual forma por las violaciones en perjuicio 

del ex juez Mariano Rex a las disposiciones mencionadas (8,24 y 25) y con relación al artículo 1.1 

y 2 de la mencionada Convención. 
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Partiendo de la garantía consagrada en el artículo 63.1 de la CADH, se identifican como víctimas 




